SOLICITA DECLARACIONES INDAGATORIAS

Señor Juez Federal:

 

Pedro Norberto TROIANI, en mi carácter de querellante en la causa Nº 18.018/02 caratulada “MOLINARI, ANTONIO – PERSONAL FORD s/privación ilegal de la libertad”, junto con el patrocinio letrado del Dr. Tomás Ojea Quintana, T. 53, F. 103 CPA, con domicilio legal constituido en la misma, a V.S. respetuosamente digo:

I. OBJETO

 

Que vengo por el presente a solicitar la declaración indagatoria de las siguientes personas identificadas en la causa con nombre, apellido, número de documento y domicilio:

1) NICOLAS ENRIQUE JULIAN COURARD, Presidente y Representante Legal de la compañía Ford Motor Argentina Sociedad Anónima en 1976.

2) PEDRO MULLER, Gerente de Manufactura de la misma compañía en 1976.

3) GUILLERMO GALARRAGA, Gerente de Relaciones Industriales de la misma compañía en 1976.

4) HECTOR FRANCISCO SIBILLA, Jefe de Seguridad de la misma compañía en 1976.

5) ANTONIO FRANCISCO MOLINARI, Subdirector de la Escuela de Ingenieros en el año 1976.

 

El pedido de indagatorias se funda en constancias más adelante analizadas, y ocurre tras haberse develado en la investigación extremos señalados por S.S. a fs. 678, que oportunamente hicieron inoportuno el llamado a indagatoria de Antonio Francisco MOLINARI requerido con anterioridad por el Sr. Fiscal. De esta forma, en opinión de la querella, se impone convocar a prestar declaración indagatoria a los mencionados más arriba.

 

Ya han transcurrido tres años y varios meses de investigación, en un expediente de casi mil fojas, por lo que demorar esta decisión procesal, que como se verá está ampliamente fundada en las pruebas colectadas, no haría más que dilatar irrazonablemente el curso del proceso, además de desalentar a la querella y a las víctimas respecto del genuino derecho a la justicia que les asiste.

II. DESCRIPCION DE LOS HECHOS

 

En esta causa se investigan los hechos que afectaron a numerosos delegados y operarios de la empresa Ford, ocurridos durante los años 1976 y 1977. Esos hechos dan cuenta de que en época en que la Argentina sufría el golpe militar del 24 de marzo de 1976, dentro de la fábrica de la empresa Ford ubicada en la localidad de Gral. Pacheco, Provincia de Buenos Aires, operaba un asentamiento o comando militar integrado por distintas fuerzas de seguridad.



En ese contexto, y tras una reunión en que la empresa comunicó que suspendían las actividades gremiales, y formuló expresiones suspicaces acerca de su relación estrecha con funcionarios del régimen militar, esta parte y las otras víctimas, que ejercíamos o habíamos ejercido funciones o actividades gremiales como trabajadores de la empresa Ford, comenzamos a ser víctimas de desapariciones forzadas. Algunos fuimos secuestrados por las fuerzas de seguridad desde el interior de la fábrica de Gral. Pacheco y trasladados a un precario centro clandestino de detención ubicado en el asentamiento militar (en la zona del campo de deportes de la fábrica). Otros fueron secuestrados desde sus domicilios particulares por grupos de personas sin identificación, quienes poseían las credenciales de la empresa de esos trabajadores y las utilizaron para individualizarlos.



Después de sufrir distintos tratos ilegales e inaceptables (como ser el encapuchamiento, los golpes, la amenaza de muerte, el simulacro de fusilamiento), todos fuimos trasladados a la Comisaría de Tigre 1º (algunos pasamos previamente por la Comisaría de Maschwitz).



Allí permanecimos en calidad de desaparecidos entre un mes y cuarenta días. Fuimos sometidos a distintos tipos de maltratos y torturas (propios de la desaparición forzada). Algunos sufrieron la picana eléctrica. Otros fueron colocados en calabozos improvisados de ínfimas proporciones, otros fueron obligados a orinar y a defecar en los zapatos. 

 
 
Luego de ese período fuimos traslados, un grupo más numeroso a la cárcel de Villa Devoto, y otro grupo a la cárcel de Sierra Chica. Con esos traslados, fuimos “legalizados” es decir, el Estado reconoció nuestras privaciones de libertad y suministró información al respecto. Lo hizo poniéndonos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Luego fuimos todos trasladados a la Unidad Nº 9 de La Plata. Tanto en las cárceles de Villa Devoto y Sierra Chica, como en la cárcel de La Plata, fuimos sometidos a condiciones inhumanas de detención, condiciones que fueron aplicadas en aquella época en las cárceles argentinas y que fueron comprobadas en términos generales por diversos organismos internacionales que visitaron el país, como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Finalmente, luego de aproximadamente un año, todos fuimos liberados bajo el régimen de libertad vigilada, sin ninguna explicación de lo sucedido.

III. RESPONSABILIDAD PENAL DE NICOLAS ENRIQUE DE COURARD Y PEDRO MULLER

 

NICOLAS ENRIQUE JULIAN COURARD y PEDRO MULLER eran los máximos directivos de la empresa en la época en que ocurrieron los hechos. COURARD era Presidente y Representante Legal de la Compañía, y MULLER era Gerente de Manufactura, “pudiéndose estimar que era la autoridad de fábrica” (ver fs. 120/121). 

 

Con la amplia investigación desarrollada en la causa se ha podido determinar que la empresa Ford urdió y ejecutó un plan preciso y concreto para deshacerse en forma violenta de la actividad gremial y sindical, con el objetivo de crear un Terrorismo de Empresa que le permitiera reducir personal indiscriminadamente y sin mayores costos, acelerar sin problemas las líneas de producción hasta casi la explotación, ignorar las insalubres condiciones de trabajo, todo ello valiéndose del aparato engendrado por el Terrorismo de Estado, aunque proveyendo también, como nunca antes había ocurrido, instalaciones propias para el funcionamiento de un Centro Clandestino de Detención, y para el mantenimiento del personal militar y de seguridad.

 

Pero no sólo la actividad gremial le impedía a la empresa obtener el tan ansiado lucro al costo mínimo. Otros hechos también lo impedían, y la empresa también en estos casos se valió del Terrorismo de Estado para sostener esa especie de Terrorismo de Empresa que no distinguió situaciones y arrasó con la población trabajadora. Fue así que en casos de sospecha de robo de repuestos, o en casos de falta de “disciplina” o “mal comportamiento”, los obreros involucrados también fueron secuestrados (casos de Pulega, Nuñez y Gareis). El mecanismo era eficaz y la empresa se sentía impune.



Tanto COURARD como MULLER ejercían funciones máximas en la empresa Ford, por lo que deben responder como autores de ese plan ejecutado con las fuerzas militares.



Se debe advertir que antes de su alianza perversa con la dictadura militar, la empresa había intentado terminar con la acción sindical mediante el uso espurio del dinero. Varios testimonios así lo acreditan (Deguisti, Sánchez). Juan Carlos Ballestero declara a fs. 256 vta.:

“A mí personalmente no me efectuaron ninguna oferta. Sin embargo me consta que en el año 1975 la empresa ofreció a otros compañeros delegados dinero, quienes renunciaron al empleo. Uno de ellos fue Jaime cuyo apellido no recuerdo y otro Petrilli que estábamos juntos dentro de la comisión interna” 

 

A pesar de que algunos trabajadores no pudieron resistir esta práctica desleal, lo cierto es que ésta no tuvo éxito y la empresa tuvo entonces que recurrir a la acción violenta y clandestina que le suministró el Terrorismo de Estado.

 

La alianza fue tal que la coordinación y organización entre ambos alcanzó diversos niveles y aspectos. En efecto, en primer lugar está probado que las fuerzas militares instalaron en el campo de deportes de la planta de Pacheco una especie de cuartel militar donde funcionó un Centro Clandestino de Detención. Allí fueron alojados por ciertos lapsos los delegados gremiales secuestrados dentro de la fábrica. El campo de deportes está dentro del predio de la planta, que a la vez está cercada por grandes rejas. Es un espacio que era de dominio exclusivo y absoluto de la empresa Ford para la época en que ocurrieron los hechos. Y allí mismo había gente desaparecida y torturada. Esto constituye un hecho inédito y se erige como prueba concluyente de la responsabilidad de quienes dirigían a la empresa Ford.

 

Está probado también que las fuerzas militares utilizaron para los secuestros medios suministrados por la empresa. Vicente Ismael Portillo declara a fs. 166 que cuando fue secuestrado lo arrojaron en una camioneta Ford, y más adelante indica (al igual que Ballestero y Propato en sus declaraciones) que los militares 

“Utilizaban camionetas F100 que eran aportadas por la Empresa.”

 

Pero existen además otras pruebas igual de contundentes que muestran que la empresa reclamó el secuestro de los delegados gremiales. Una de las esposas de los secuestrados, Arcelia Luján Portillo, declara a fs. 44 vta. lo siguiente acerca de su entrevista con MOLINARI (militar responsable de los secuestros):

“Yo empecé a reclamarle todo lo que había vivido mi marido, a lo que me expresó (MOLINARI) en primer término que le debía respeto, ya que podía ser mi padre. Ante mi insistencia de responsabilizarlo a él de todo, este me expresó: ´vos me responsabilizás a mi de todo, pero yo te digo y te voy a mostrar algo. Es así que sacó de un cajón una lista en un papel tipo oficio con el logotipo de Ford, manifestándome: ´Acá están todos los nombres que nos dio la empresa con los trabajadores que querían que chupáramos´. Pude ver que la mayoría de los nombres estaban tachados, y pude ver que el nombre de mi marido aún no estaba tachado y me dijo que me fuera tranquila porque mi marido, antes del 1º de abril, iba a estar en mi casa. Yo le contesté que no le creía, a lo que me refirió que él era un hombre de honor.” 



Otra esposa de un secuestrado, Elisa Josefa Charlin, declaró hechos similares a fs. 465/466:

“En dicha regional me entrevisté con Molinari, quien poseía una lista con aproximadamente veinte o treinta nombres escrita a máquina. Recuerdo que dicho papel tenía el logotipo de Ford...La primera vez que me entrevisté con Molinari en la Regional de Tigre, y al pedirle explicaciones sobre la detención de mi marido, éste me respondió que era por averiguación de antecedentes, aclarándome: Esta es la lista que me entregaron, apoyando la mano sobre la lista más arriba referida.” 

 

Elisa Charlin también se entrevistó con un Gerente de la empresa de apellido Fernández, y éste le realizó un comentario concordante con lo anterior:

“Fernández en esa reunión me refirió: Créame Señora, lo que la empresa hizo con esta gente es una injusticia.” 

 

Lo declarado por Adolfo Omar Sanchez a fs. 149 se condice con lo declarado por Arcelia Portillo y Elisa Charlin:

“que allí (Comisaría de Tigre) se le recibió una declaración, oportunidad en la que un Teniente del Ejército que no recuerda el nombre le hizo saber que su detención se debía a motivos gremiales y que las mismas habían sido solicitadas por la empresa Ford.”

 

En cuanto a la lista elaborada por la empresa con los nombres de los delegados, en papel con logo de Ford, y entregada a los militares para el secuestro, se debe señalar que su existencia se encuentra también confirmada por los testimonios de varios de los secuestrados, que vieron la lista en el momento del secuestro en la Comisaría de Tigre donde se encontraban alojados. Es el caso de Portillo que a fs. 164 vta.:

“uno de los militares que estaba en el lugar me hace la venia y me mira de arriba abajo, luego mira una lista que tenía entre sus manos, y me pregunta si soy Portillo...”

 

En todo caso, el hecho de que la empresa entregó la lista de delegados gremiales a las fuerzas militares aparece irrefutable frente a la situación de Roberto Cantello (fs. 390) quien había renunciado a su empleo en Ford y al cargo de delegado en diciembre de 1975, y no obstante eso, fue secuestrado junto con todo el grupo de delegados de Ford a partir del 24 de marzo de 1976. 

 

La indicación por parte de la empresa de quiénes debían ser secuestrados no sólo se realizó mediante la lista en cuestión, sino que la empresa también se valió de los carnets con la foto personal de cada trabajador (ver. Fs. 448), que del mismo modo fueron entregados a los militares, quienes los utilizaron en varios casos para identificar a los obreros. Los testimonios de Sánchez, de Perrotta, de Murúa y de Ballestero así lo acreditan.

 

Además de todos estos concluyentes elementos relativos a la participación de la empresa en los secuestros de los delegados gremiales, existen más pruebas acerca de la coordinación entre las fuerzas militares y la empresa Ford. A fs. 232 el Supervisor Alfredo Juan Yandet, cuando se le pregunta qué debía responder cuando lo militares le preguntaban algo, declara:

“el superintendente del momento que no recuerda quien era, dio la orden a todo el personal que suministraran toda la información que se les requería.”

 

Por su lado, Antonio Paladino declara a fs. 329 vta:

“Había una gran connivencia por parte del Ejército y los directivos de la empresa, ya que colaboraron activamente en la instalación de equipos en la nueva planta de camiones moviendo equipos que eran ingresados por los techos por helicópteros del Ejército.”

“Recuerdo que en el Centro Recreativo de la Planta, se llevó a cabo una exposición de armas del Ejército de lo cual se obtuvieron vistas fotográficas, que posteriormente fueron destruidas, pero ella igualmente demuestra la convivencia que existía entre Ejército y Empresa.” 

 

Lo mismo declara Jorge Ernesto Berguier a fs. 712 cuando relata su pasado en el servicio militar:

“Esos operativos (de control en ruta) duraban todo el día, y almorzábamos en la Ford en Pacheco, a la que se entraba por la Av. Henry Ford. Antes de salir, el oficial a cargo hacía una especie de arenga y nos decía ´vamos a detener subversivos, vamos a almorzar a Ford, ésta es la colaboración de la empresa con las fuerzas armadas, hay que agradecerle´. Había una mancomunión entre el gobierno de las fuerzas armadas y la empresa... Comíamos en el comedor de la fábrica, y no era secreto que los oficiales se saludaban con los que servían la comida, y con los militares que estaban en la puerta, de seguridad. Esto era habitual, era un saludo fraternal, demostraba que se conocían con los militares que estaban en el ingreso a la fábrica. Además se comía muy  bien, era una fiesta para los soldados.”

 

Otra prueba de peso que demuestra la connivencia entre la empresa Ford y la dictadura militar la ofrecen los documentos desclasificados por el Departamento de Estado de los Estados Unidos de América. Ellos son informes enviados desde la Argentina acerca de la situación existente en la época de los hechos. Uno de ellos es el Documento 0000A66A de fecha Junio de 1978 referido a desapariciones de trabajadores de la cerámica Lozadur en 1977. En el punto 7 del documento se afirma:

“Somos escépticos acerca del comentario de los directivos de la empresa expuestos en el punto 6 anterior (se refiere al comentario de los directivos de la empresa cerámica Lozadur, que negó cualquier participación en la desaparición de los trabajadores, alegando que los militares se infiltraron en la planta por sus propios medios y no necesitaron consultar a los directivos para identificar a los sospechosos, argumento este que la propia empresa Ford utilizó sin éxito en los juicios laborales). Y continúa el punto 7: “Creemos que en general hay un alto grado de cooperación entre directivos y las agencias de seguridad dirigido a eliminar terroristas infiltrados de los lugares de trabajo de las industrias, y a minimizar el riesgo de conflictos en la industria. Autoridades de las agencias de seguridad comentaron recientemente a la embajada –sin referencia especial al caso de Lozadur—que están tomando mucho más cuidado que antes cuando reciben denuncias de los directivos de supuesto activismo terrorista dentro de las plantas industriales, que podrían ser poco más que disconformidad o alguna acción laboral ilegitima.” 


 

En el caso de los delegados gremiales de la empresa Ford, ninguno de ellos tenía militancia política. No obstante, durante los interrogatorios fueron preguntados sobre eso, como si la información de los interrogadores fuera que provenían de esos sectores políticos. Y más adelante en los registros Penitenciarios (fs. 844 y siguientes) y del Ministerio del Interior aparecieron como “subversivos” o militantes de la organización Montoneros. Esto es coherente con lo que sostiene el informante en el documento transcripto, y no hace más que confirmar que para eliminar a los delegados gremiales la empresa no dudó en atribuirles frente a los militares la calidad señalada, a sabiendas de que ello sería suficiente para solucionar el “problema” que tenían.

 

Aparece evidente de acuerdo a las pruebas expuestas hasta el momento que la participación de la empresa Ford en los hechos que se investigan no respondió a una mera e inocente colaboración con las fuerzas militares, sino que en verdad la empresa actuó en forma coordinada con los militares, configurando un aparato delictivo unificado con elementos logísticos, de información, y espaciales.
 De esta forma, con los secuestros de delegados gremiales, con los despidos, con el agravamiento de las condiciones laborales, con la intimidación de los obreros
, la compañía instauró un Terrorismo de Empresa eficaz para procurar un lucro ilegítimo.

 

Es decir, no fue sólo el hecho de pedir el secuestro de los delegados gremiales que interferían con sus intereses y de todo otro operario que según su idea también interfiera, proveyendo la lista y los carnets con fotos. La empresa Ford se involucró en los procedimientos directamente. Y hasta llegó a acordar que se instalara en el campo de deportes de la planta un Centro Clandestino de Detención, donde fueron alojados por cierto lapso los delegados gremiales secuestrados dentro de la fábrica.

 

Por otro lado, como veremos más adelante al tratar la responsabilidad del Jefe de Seguridad de la fábrica Héctor Francisco SIBILLA, la empresa se involucró en los interrogatorios de los delegados a través del mencionado SIBILLA, para extraer información vinculada a la actividad gremial dentro de la planta.

 

En conclusión, como ya se indicara, tanto COURARD como MULLER ejercían funciones máximas en la empresa Ford. Por ello, y en virtud de los concluyentes elementos de prueba expuestos, existen motivos bastantes para sospechar de su participación en la comisión de los delitos ejecutados en coordinación con las fuerzas militares, lo que justifica que sean llamados a prestar declaración indagatoria.

 

Al respecto, existen constancias en la causa que muestran pautas de conducta y actitudes de COURARD y MULLER coincidentes con su participación en los hechos. A fs. 464 y 721 vta. respectivamente Adolfo Hugo Nuñez señala que:

“Muller era un ejecutivo de Ford pero no recuerdo el cargo, era uno de los “pesados” de la empresa.” 

“A Muller le decían ´Capitán´... Por la actitud que aquel tenía, gritaba a todo el mundo, tipo militar, y además se comentaba que había estado en una fuerza militar previo al ingreso a la fábrica.”

 

Ballestero declara a fs. 258:

“De ellos recuerdo a Muller que era un directivo de la empresa con quien nunca tuve contacto pero por referencias sé que era un alemán medio nazi.”

 

Por su parte, COURARD no tuvo óbice en asumir por escrito su responsabilidad, lo que demuestra el sentido de impunidad que tenía, y que generalmente esgrimen quienes se alían a regímenes violentos, y pretenden luego eludir su responsabilidad y hacerla recaer toda ella en esos regímenes. En efecto, se encuentra reservado en la causa un discurso pronunciado por COURARD al momento de inaugurar una planta de camiones el 13 de mayo de 1980. Allí afirma:

“En primer lugar, agradecemos su presencia en este acto a todas las autoridades del Gobierno Nacional (habría estado presente el Ministro de Economía José Alfredo Martínez de Hoz), de los Gobiernos Provincial y Municipal, de las Fuerzas Armadas y de Seguridad, a las autoridades eclesiásticas, a todos los funcionarios y representantes de empresas y de los medios de comunicación...

A partir de Marzo de 1976 estábamos enfrentados a un desafío. En la República Argentina se había iniciado un proceso, un cambio de sistemas, un cambio de filosofía integral, que abarcaba los comportamientos individuales y colectivos de toda la sociedad. Había que cambiar la mentalidad. En nuestro caso, había que tomar una decisión empresaria y, con nuestros actos y procedimientos, demostramos cuál era esa decisión...

Para esos representantes de la destrucción sin patria y sin Dios –que tantos problemas le han costado al país erradicarlos, y de los que aún existen algunos grupos—sólo queda el desprecio de los hombres de bien, de los que trabajando o estudiando van haciendo la patria de todos los días.”
  

Como señala COURARD en el segundo párrafo, la decisión tomada por la empresa ante el “desafío” que enfrentaba a partir de marzo de 1976 quedó claramente demostrada con sus “actos y procedimientos”, que no fueron otros que los secuestros, torturas y desapariciones de los delegados gremiales que dieron origen a esta causa penal.

 

Cabe realizara aquí un raconto de los reclamos gremiales que movilizaban a los delegados, que como se señalara, atentaban contra los intereses de la empresa Ford, y de los que se vio liberada después de los secuestros. 

 

A fs. 449/450 Pedro Troiani explica:

“Como miembros de la Comisión Interna, manteníamos una reunión semanal con la empresa, según convenio interno. Así recogíamos reclamos diversos de los problemas que había en los diferentes lugares de trabajo de nuestros compañeros. 

Por ejemplo, en la Sección Pintura se reclamaba para lograr que la gente tuviese ropa adecuada para su trabajo y estar protegidos ante las contaminaciones que esto produce.

También controlábamos las líneas de producción para que funcionara como era debido, dado que los supervisores avanzaban dichas líneas para aumentar la cantidad de unidades; ante este aumento en el trabajo, nosotros pedíamos aumento de personal.

En la parte de Estampado el problema del estaño era tremendo y fueron años de lucha gremial para poder conseguir una solución. Así fue que una gran cantidad de compañeros quedaron afectados de saturnismo crónico; esto fue verificado por el cuerpo médico de la Universidad de Buenos Aires.

Otra área gremial de trabajo era el reclamo de categorías. A los compañeros que cubrían cargos superiores a los de su categoría debían efectivizarlos a partir de las 200 horas de trabajo (vigilábamos esto para que se cumpliera).

Otro reclamo constante fue el pedido de un comedor para la planta de estampado; la empresa decía que no tenía autorización ni presupuesto de su planta matriz de los Estados Unidos. Esto también fue un logro ya que fue finalmente construido.

También vale la pena relatar que en junio de 1975 se discutían paritarias, se eligieron por votación a los compañeros y con orgullo puedo decir que se firmó en el Ministerio de Trabajo uno de los mejores convenios logrados en el país. Lo más importante fue el aumento de los salarios. También conseguimos el 1% del valor de cada unidad, una cifra muy alta que iba a ser destinada para la creación de una mutual o cooperativa. Esto firmado ante el Ministerio de Trabajo.”

 

Por su parte, Roberto Cantello expone a fs. 309:

“Principalmente el tema central era la lucha por la seguridad, salubridad e higiene, ya que era la planta donde más problemas había con este tema. Muchas veces había que intervenir para frenar llegar a cantidad de producción que era exigida por la empresa a los cuales eran imposibles de arribar. Inclusive el tema central de la planta era la contaminación por plomo que afectaba a todas la planta y hasta sectores más alejados. Yo mismo, hoy me encuentro siendo tratado en el Hospital Fernández por el nivel de plomo en sangre y las consecuencias que me traen al organismo... Recuerdo que un grupo de delegados en el año 1975 presentaron un proyecto para eliminar el estaño en la producción de automóviles, pero la empresa los trató de subversivos, y ante la presión que recibían se tuvieron que ir todos de la empresa.” 

 

Francisco Guillermo Perrotta no era operario sino empleado administrativo, y su relato acerca de la actividad gremial en su área es más que interesante en relación a los hechos que después de produjeron. Expone a fs. 174 lo siguiente:

“Que anteriormente el sector administrativo de Ford no tenía representación gremial y por lo tanto tampoco estaban afiliados. En virtud de ello, y por inquietud de los empleados administrativos que en ese entonces eran alrededor de 2.500 personas, se llevan a cabo elecciones en las distintas oficinas con la finalidad de elegir  los delegados para su representación. Que el dicente fue electo delegado de la “Oficina Análisis de Costo Material e Inventario”. Que en el año 1975 es electo delegado paritario, esto implicaba la función de discutir y mejorar los distintos puntos del convenio colectivo con los operarios y la patronal. Refiere que fue la primera vez que personal del sector administrativo participó en ese tipo de negociaciones y obtuvo la incorporación del personal de las oficinas administrativas al convenio 14/75. Que los delegados paritarios administrativos eran el dicente y Rubén Aguilar. Que dicha incorporación aportó más herramientas para negociar las pretensiones laborales de los empleados, toda vez que a partir de su incorporación al gremio contaba con más información relacionada con la administración de la empresa Ford. Que supone que esto pudo haber molestado a los Directivos de la empresa.”

 

Esta suposición de Perrotta, en el contexto de las constancias de la causa, constituye una seguridad que abarca no sólo esa molestia, sino también a un accionar criminal destinado a erradicar la “molestia”. Y efectivamente la empresa lo logró porque como señala el Asesor Jurídico de SMATA a fs. 202, “durante todo el tiempo que duró el llamado proceso de reorganización nacional, en la firma demandada no existieron delegados de personal.” De esta forma, todos los reclamos gremiales reseñados más arriba quedaron en el olvido y nunca más fueron tratados.

 

En cuanto a Perrotta en particular, cabe señalar que la capacidad, los logros y la información que manejaba eran singulares respecto de los otros delegados gremiales, y lo siniestro es que en virtud de ello, Perrotta, al igual que Groisman que era contador y también trabajaba en el área financiera (hoy fallecido), fueron los únicos dos que sufrieron la tortura con picana eléctrica. Y en el caso de Perrotta, además, la empresa decidió participar en forma directa en su interrogatorio, a través del Jefe de Seguridad de la Planta, como más adelante veremos.

 

La conducta siniestra de la empresa se repitió en otras ocasiones como cuando después de los secuestros dentro de la fábrica, y el alojamiento de los delegados en el Centro Clandestino de Detención ubicado en el campo de deportes, la empresa envió telegramas a los domicilios intimándolos a presentarse a trabajar bajo apercibimiento de despedirlos por “abandono de trabajo”, lo que efectivamente después hizo.

IV. RESPONSABILIDAD PENAL DE GUILLERMO GALARRAGA 

 

Guillermo GALARRAGA conducía junto con otros gerentes el área responsable de los temas de personal. Desde allí definieron el nombre de los delegados gremiales que debían ser suprimidos, y desde allí operaron con las fuerzas militares para que se ejecutaran los secuestros.

 

El Supervisor Roberto Héctor Petiñani declara a fs. 230:

“Preguntado para que diga si sabe como los militares sabían su nombre y el de Propato y que éste era operario suyo, responde que: ´saber sabían pero no sabe porque se dirigieron a mí directamente preguntándome por mi nombre (sic) pero refiere que la forma de saber todos los datos de la gente que trabaja era a través de la oficina de personal donde consta el cronograma de trabajo diario y del cual surgen todos los datos de los que se encuentran presentes en cada sector.” 

 

Otro Supervisor, Alfredo Juan Yandet declara a fs. 231:

“Recuerdo que en varias oportunidades sí pude ver algunos militares que ingresaban y salían de la Oficina de Personal con carpetas y portafolios... Preguntado para que siga si tiene conocimiento de que Directivos de Ford hayan tenido alguna participación en la detención de sus compañeros, responde que no lo sabe directamente, pero que resulta casi imposible que sin colaboración los militares supieran todos los datos que tenían, como ser quien estaba trabajando y quien no, en que sector trabajaba tal o cual persona, como así también que se desplazaran por las calles y los límites de la fábrica sin ningún tipo de restricciones.”

 

Por su parte, una de las víctimas, Francisco Guillermo Perrotta, relata a fs. 173/175 que cuando era secuestrado: 

“Estas dos personas, las que me llevaron en el auto, me dijeron que la foto (la foto del carnet de Ford con la que fue identificado) la habían obtenido de la oficina de personal.”

 

GALARRAGA, haciendo alarde de la impunidad demostrada también por los directivos máximos de la empresa (ver discurso de Courard en el punto anterior), tuvo la temeridad de anunciar a los propios delegados gremiales el futuro hostil que les aguardaba, demostrando el conocimiento y su participación en el plan (al actuar al menos como transmisor) que consistía en suprimir a los delegados de la fábrica mediante los secuestros por parte de fuerzas de seguridad.

 

En efecto, apenas ocurrido el golpe militar del 24 de marzo de 1976, GALARRAGA y tres gerentes más reunieron al cuerpo de delegados de la planta de estampado. Sobre esa reunión da cuenta la declaración de Adolfo Omar Sánchez obrante a fs. 148 vta.:

“Que allí (en esa reunión) Galarraga les informa que la empresa no los reconocería más como delegados y en forma irónica comenzó a decirles frases de todo tipo. Que al retirarse de la reunión Galarraga les manifestó: ´ustedes le van a mandar saludos a un amigo mío, ¿saben quién es? Es Camps´ sic. Luego el compareciente se enteró que el nombrado era el Jefe de la Policía de la Pcia. de Buenos Aires.”

 

Esto prueba que GALARRAGA conocía lo que les ocurriría a Sánchez y a los restantes delegados gremiales. Camps, como bien lo exhibe Galarraga, tuvo participación en los secuestros de los delegados. Algunos de ellos lo vieron en la Comisaría de Tigre. Roberto Cantello, por ejemplo, a fs. 291 declara:

“Preguntado que fue para que aporte nombres o descripción de alguno de los represores, RESPONDIO: ´No recuerdo, solo creo que una oportunidad vino Camps y nos preguntó si estábamos arrepentidos.” 

 

GALARRAGA también increpó del mismo modo a otro delegado, Pedro Troiani, quien a fs. 715 vta. declara:

“Galarraga, quien era gerente de relaciones laborales de Ford, nos dijo que si nosotros hacíamos un reclamo o no acatábamos la orden, la íbamos a pasar mal.”

 

En definitiva, dada la función que desempeñaba Guillermo GALARRAGA en la empresa Ford, y en virtud de los elementos de prueba expuestos, existen motivos bastantes para sospechar de su participación en la comisión de los delitos ejecutados en coordinación con las fuerzas militares, lo que justifica que sea convocado a prestar declaración indagatoria.

V. RESPONSABILIDAD PENAL DE HECTOR SIBILLA

 

La responsabilidad penal de Héctor Francisco SIBILLA viene dada por una serie de constancias directas, y se asienta en la función de Jefe de Seguridad de la planta de Ford en la localidad de Gral. Pacheco.

 

SIBILLA tenía el control de seguridad de toda la planta, y lo mantuvo aún en época en que las fuerzas militares habían ocupado el campo de deportes, lo que lo hacía tener conocimiento de los secuestros y del traslado de los secuestrados desde el Centro Clandestino de Detención hasta la Comisaría de Tigre. 

 

El Supervisor Yandet declara a fs. 231:

“el jefe de seguridad era una persona de apellido Sivila y que si bien nunca lo vio con militares, el nombrado tenía conocimiento de todo lo que ocurría debido a que tenía a cargo las guardias y todo el personal de seguridad.”

 

Por su parte, Portillo declara en el juicio laboral de Conti (fs. 204) lo siguiente:

“Que el personal de la demandada tenía conocimiento de la salida de la camioneta con ellos arriba porque en portería estaban los custodias civiles y policía, y sabían que salían con la camioneta.”

 

El Jefe de Seguridad SIBILLA tenía evidente conocimiento de lo operativos clandestinos que se ejecutaban en la fábrica, y sabía lo que les esperaba a los delegados gremiales, hasta el punto que llegó a amenazarlos por la función que ejercían. Adolfo Omar Sánchez da cuenta de ello cuando a fs. 149 vta. declara:

“En este punto quiere manifestar que en varias oportunidades fue amenazado por el Jefe de Seguridad de Planta, Coronel Sivila. Que dichas amenazas consistían en palabras como “quédense tranquilos, no sea cosa que les pase algo sic.”

 

SIBILLA, en un acto que demuestra la coordinación entre la empresa Ford y las fuerzas militares, y que se erige en prueba contundente en su contra y en contra de la empresa, participó de al menos una sesión de tortura de uno de los delegados. Así es, Perrotta declara a fs. 882 vta.:

“Preguntado para que diga si reconoció a Sibilla como uno de sus torturadores en la Comisaría 1º de Tigre, respondió que no reconoce a Sibilla como quien lo interrogara en las sesiones de tortura, sino que había una segunda persona que le sugería a quien lo estaba interrogando que le preguntara tal o cual cosa. Refiere que esta segunda persona, por su voz y la índole de las preguntas que le sugería a quien lo interrogaba, podría haberse tratado de Sibilla. (A fs. 174 vta. había declarado que “encontrándose detenido y en los momentos en que fuera interrogado por las actividades gremiales de la empresa, le pareció que la voz de la persona que lo interrogaba se correspondía con la de Sivila, pero como se encontraba con el rostro vendado y con las dolencias propias de las torturas que sufriera nunca pudo ver la cara del interrogador). Manifiesta que las primeras preguntas del interrogatorio versaban sobre quién había colocado tal o cual bomba, o cuál era su nombre de guerra, todas preguntas de las que el dicente no tenía conocimiento. Luego, las preguntas sugeridas por esta segunda persona ya eran atinentes a cosas que pasaban en la empresa Ford, como por ejemplo “Coronel, pregúntele sobre las fotos que tenía Del Río”, haciendo referencia a un miembro del consejo directivo de SMATA que iba a menudo a Ford, quien tenía un álbum de fotografías de delegados y reuniones de delegados... Otra de las preguntas era “¿Quiénes estaban subidos a la alambrada de la planta de estampado de la empresa?”, haciendo referencia a un reclamo que se había producido allí, y también lo interrogaba para que le dijera el nombre de delegados de la planta de estampado.”

 

Aparece claro que era SIBILLA el que se encontraba presente en la sesión de tortura de Perrotta, no sólo por el reconocimiento de la voz que éste realiza (se encontraba vendado, por lo que no pudo ver el rostro), sino por el giro del interrogatorio promovido por el propio SIBILLA, que primero se inició con preguntas que nada concernían a Perrotta y su actividad, y luego pasó a convertirse en un pormenorizado cuestionario de asuntos puntuales vinculados directamente con la empresa Ford.
 Vale recordar que Perrotta estaba siendo torturado con picana eléctrica. Así lo relata:

”lo desnudaban y lo amarraban a una especie de catre de hierro y le colocaban un anillo en el dedo del pie. Luego lo mojaban con agua y le aplicaban descargas eléctricas en los genitales, en el pecho y en la boca. Refiere que le aplicaron dicho método alrededor de cuatro o cinco sesiones.”



De esta manera queda probado la directa participación del Jefe de Seguridad de Ford en la tortura de Perrotta. Y no debe sorprender que SIBILLA haya participado en este interrogatorio en particular –y en otras acciones--, ya que pertenecía a las Fuerzas Armadas, habiendo sido ascendido a Teniente Coronel el 26 de julio de 1978 después de la erradicación del gremialismo y el disciplinamiento en la empresa Ford (ver fs. 280), con lo cual se encontraba en un medio con iguales (recuérdese que había un Coronel en la sesión de tortura, y en todo caso, ella ocurrió en una Comisaría).

 

Por todo ello es que contamos en la causa con motivos bastantes para sospechar de la participación de SIBILLA en la comisión de los delitos ejecutados en coordinación con las fuerzas militares, lo que justifica que sea convocado a prestar declaración indagatoria.

VI. RESPONSABILIDAD PENAL DE ANTONIO MOLINARI

 

En esta causa obran elementos suficientes que justifican convocar a Antonio Francisco MOLINARI a prestar declaración indagatoria por los delitos ejecutados en coordinación con autoridades y agentes de la empresa Ford. 

 

La responsabilidad penal de Molinari viene dada por una serie de constancias expuestas y desarrolladas por el Sr. Fiscal a fs. 603/607 con motivo de igual pedido de indagatoria. A ellos me remito en honor a la brevedad.

 

VII. VALORACION DE LA PRUEBA

 

Cuando los hechos delictivos que se investigan fueren cometidos desde el aparato del Estado, con el apoyo y aquiescencia de éste, valiéndose de su estructura, o en coordinación con el mismo, y se enmarcaren en un plan sistemático de desapariciones y torturas –como es el caso que aquí se investiga--, es importante tener en cuenta que el plan conlleva el propósito de encubrimiento y destrucción de la prueba relativa a las desapariciones.

 

Así lo estableció la Cámara Federal en el juicio conocido como “causa 13”, y más recientemente el Juzgado Federal Nº 3 al resolver el 20 de octubre de 2005 en la causa 14.216/03 caratulada “Suárez Mason Carlos y otros sobre privación ilegal de la libertad...” sobre los procesamientos de los imputados por el funcionamiento de los Centro Clandestinos de Detención “El Atlético”, “El Banco” y “El Olimpo”. Entre otras afirmaciones, se sostuvo allí lo siguiente:
“Los hechos delictivos que nos ocupan representan severas violaciones a los derechos humanos y, justamente por ser cometidas desde el aparato del Estado, han tenido no sólo mayor posibilidad de provocación de un resultado dañoso sino también de escapar al aparato sancionatorio por cuanto, desde el mismo momento en que fueron ejecutados, gozaban de una previsión de impunidad por medio de una tarea de ocultación de huellas y rastros”.

 

Igual concepto sostuvo la Comisión Interamericana de Derechos Humanos cuando en litigó ante la Corte Interamericana el caso del estudiante hondureño Manfredo Velázquez Rodríguez desaparecido en su país: 

“Cuando la existencia de tal práctica o política haya sido probada (la de desapariciones forzadas), es posible, ya sea mediante prueba circunstancial o indirecta, o ambas, o por inferencias lógicas pertinentes, demostrar la desaparición de un individuo concreto, que de otro modo sería imposible, por la vinculación que ésta última tenga con la práctica general”. (Ver párrafo 124 de la sentencia de 29 de julio de 1988)
 

La Propia Corte Interamericana tomó este fundamento de la Comisión y afirmó que: 

“La prueba indiciaria o presuntiva resulta de especial importancia cuando se trata de denuncias sobre la desaparición, ya que esta forma de represión se caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que permita comprobar el secuestro, el paradero y la suerte de las víctimas”.
 (párrafo 131 de la sentencia)

 

En consecuencia, los estándares de orden procesal que se deben aplicar al caso en punto a la valuación de la prueba son los aquí expuestos. De esta forma, las numerosas y precisas constancias expuestas en esta presentación para justificar el llamado a indagatoria conforman un cuadro de pruebas directas, indirectas e indiciarias que superan aquel estándar procesal.
 

En función de este estándar amplio de valuación probatoria, es oportuno aquí mencionar entonces otro elemento más de prueba que no debe soslayarse, porque vuelve a mostrar la actuación conjunta de la empresa Ford y las fuerzas militares en los secuestros de los delegados gremiales. En la sentencia de Cámara dictada en el juicio laboral caratulado “CONTI, Juan Carlos c/FORD MOTOR ARGENTINA S.A. s/cobro de pesos”, Expte. 26.091 (que se encuentra glosada en la causa), el Dr. Capón Filas afirmó que la empresa Ford:

“No solo se liberó de la presencia sindical en el establecimiento sino que, además, se benefició económicamente porque ninguna indemnización abonó a Conti”.

 

Y a su tiempo el Dr. Juan Carlos Morando, expresó:

“El Dr. Capón Filas, en su voto, ha demostrado que la sociedad demandada actuó, en la emergencia, con una ejemplar mala fe. Incluso en el curso del proceso, pretendió asumir una inadmisible posición de tercero desinteresado, en relación con las circunstancias en que fueron detenidos el actor y los restantes delegados, episodio en el que estas actuaciones suscitan la certeza moral de que sus funcionarios actuaron como instigadores”.

 

Para finalizar esta presentación, cabe hacer referencia a casos ocurridos durante la Segunda Guerra Mundial, en los que industriales alemanes también actuaron como instigadores o cómplices de un régimen autoritario.
 El llamado “Flick Case” fue iniciado en 1947 ante un Tribunal creado por las autoridades militares de Estados Unidos en Alemania, y seis imputados fueron sometidos a juicio, entre ellos, Friedrich Flick. Los hechos atribuidos incluían el uso de “trabajo forzado” y el traslado de civiles desde los territorios ocupados por Alemania para el trabajo en las fábricas. También se les atribuyó la persecución por raza y religión, e incluso su participación en homicidios, torturas y otros delitos cometidos por las S.S.

 

Después de nueve meses de juicio, el 22 de diciembre de 1947 el Tribunal dictó sentencia condenado a Flick y a otros dos imputados por el uso de “trabajo forzado” y otros delitos, aplicándole al primero la pena de siete años de prisión y a los restantes cinco y dos años y medio.
 Estos casos demuestran que no ha sido extraño en la historia de los empresarios u hombres de negocios la práctica de connivencia con los delitos de los regímenes represivos al sólo fin de obtener mayores ganancias, mediante la implantación de un Terrorismo de Empresa.

VIII. PETITORIO

 

Por todo lo expuesto solicito que se llame a prestar declaración indagatoria a las personas señaladas en el Punto I, en los términos que establece el Código Procesal Penal de La Nación. 

 

Sírvase proveer de conformidad, que




SERA JUSTICIA

� El hecho de que existan informes policiales que indiquen que algunos de los requeridos no vivirían más en los domicilios consignados, no empece a que se disponga el llamado a indagatoria.


� El Terrorismo de Estado pretendía la aniquilación del “enemigo” y la “normalización” de la ciudadanía movilizada, pero ello no como un fin en sí mismo sino como instrumento para reposicionar las fuerzas de poder económico del país. Como ya señaláramos, lo inédito de la actuación de la empresa Ford es que ella misma se hizo engranaje de ese instrumento de terror. Así también lo entiende el Fiscal subrogante ante la Cámara de Apelaciones, Eduardo Taiano quien a fs. 669 afirma: “los militares no sólo contaron con la aquiescencia de los directivos de Ford, sino que todo indicaría que se trató de un franco contubernio.”


� Lo ocurrido con Portillo y Avalos, entre otros, es demostrativo de lo que la empresa quería transmitir a todos los obreros. Tanto Portillo como Avalos, al ser secuestrados dentro de la planta y antes de ser trasladados al Centro Clandestino de Detención ubicado en el campo de deportes, fueron “paseados” por la fábrica con las manos en la espalda y encañonados con armas largas, a la vista de todos los otros obreros, en evidente signo de advertencia e intimidación. En definitiva, una forma más de desmovilizar y disciplinar. 


� Más allá de la normativa penal e internacional aplicable al caso, cabe mencionar el artículo 3 de las Normas sobre las Responsabilidades de las Empresas Transnacionales y otras Empresas Comerciales en la Esfera de los Derechos Humanos aprobada por las Naciones Unidas el 26 de agosto de 2003: “Las empresas transnacionales y otras empresas comerciales no cometerán actos que constituyan crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad, genocidio, tortura, desapariciones forzadas, trabajo forzoso u obligatorio, toma de rehenes, ejecuciones sumarias o arbitrarias, violaciones del derecho humanitario o delitos internacionales de otra índole contra la persona humana, según se definen en el derecho internacional, en particular en las normas de derechos humanos y del derecho humanitario, ni se beneficiarán de esos actos”. En cuanto al estado de terror dentro de la fábrica, tenemos la declaración de Rosario Antonio Paladino quien a fs. 329 relata algunas circunstancias de cómo se vivía dentro de ella: “el acceso al vestuario estaba controlado por personal de vigilancia, previa autorización del capataz... Para hacer las 500 unidades se necesitaba hacer una hora extra todos los días en cada turno, y trabajar en extras los días sábados. A los que se negaban a trabajar los sábados eran despedidos. Además a los que tomaban contacto con el Sindicato, Delegación Zona Norte y tomaba conocimiento la empresa eran inmediatamente despedidos.” A su tiempo Alfredo Juan Yandet declara a fs. 323 “(dentro de la fábrica) quedó incertidumbre, miedo, inseguridad porque le podía tocar a cualquiera, y el temor de que volviera a pasar.” 


� Es interesante revisar una declaración efectuada por la empresa Ford a fs. 196 del juicio laboral de Conti (que obra en la causa). Allí la empresa reconoce que las fuerzas militares ingresaron a la planta para custodiar su propiedad, con lo cual no puede alegar una actuación propia y autónoma por parte de las fuerzas militares. Declara la empresa que “el gobierno, con el objeto de custodiar las instalaciones y el personal de mi mandante (y de otras empresas de similar envergadura), envió a las instalaciones personal de la Prefectura Naval, a esos fines. Posteriormente, las tropas allí instaladas fueron las de Gendarmería Nacional y a partir de marzo de 1976, estando comprendido el Centro Industrial dentro de la zona militar de Campo de Mayo, ingresaron para cumplir con la custodia de la Planta, efectivos del Ejército Argentino...”.


� Otra constancia que abona la existencia de la coordinación logística entre la empresa Ford y las fuerzas militares, es el hecho de que tanto Sibilla como el resto de personal de seguridad de la planta, eran retirados de las fuerzas de seguridad. Sibilla llegó a ser Teniente Coronel (fs. 280), y como afirma Petiñiani a fs. 230 “todo el personal de seguridad de Ford son personas retiradas de las fuerzas de seguridad.”


� El marco legal y teórico para explicar la participación criminal de Courard y Muller parece estar dado por la llamada autoría mediata por maquinarias, aparatos o estructuras de poder organizadas (Roxin), teniendo en cuenta además la evolución de la doctrina y la ley respecto de la responsabilidad de directivos de compañías (por ejemplo artículo 57 de la Ley 24.051), más aún cuando se trata de crímenes de lesa humanidad.


� Otros delegados también fueron interrogados sobre asuntos de Ford. Ver por ejemplo la declaración de Ballestero a fs. 257 donde declara: “Sobre los interrogatorios a los cuales fui sometido, sólo me preguntaban dónde estaban los repuestos de Ford.” 


� No parece ser por el momento un dato relevante, pero vale resaltar que después de ser jefe de Seguridad de la planta de Ford, SIBILLA fue personal de seguridad de la Embajada de los Estados Unidos de América, cargo que ejerció hasta el 27 de febrero de 2004 (ver fs. 835).


� Si bien la Corte Interamericana más adelante hizo hincapié en la diferencia que existe entre un proceso interno y uno internacional en términos de prueba, lo cierto es que esta afirmación acerca de la importancia de las pruebas indiciarias o presuntivas cuando se trata de desapariciones forzadas la hizo aplicable a esta situación particular, más allá del orden del proceso.


� En nuestro país se conocen numerosos casos de alianzas criminales entre empresas y el gobierno militar –por ejemplo, Ingeniero Ledesma, Cerámica Lozadur, Mercedes Benz--, pero lo cierto es que judicialmente no se han comprobado. Tenemos en esta causa la oportunidad histórica –fundada en pruebas colectadas en un debido proceso--, de avanzar hacia una condena judicial de quienes fueron aliados e instigadores del régimen militar. Aún hoy, a casi 30 años del golpe de Estado, y tras el juicio a las juntas y abundantes procesos contra agentes militares, no existe ni una sentencia judicial que haga justicia respecto de estos hechos, y que permita en definitiva integrarlos a la memoria de los argentinos. Los eventos que se han reconstruido en la causa son parte indispensable de la verdad que nos debemos; obviarlos es correr el riesgo de repetirlos.


� Muchos de los hechos atribuidos a Flick no pudieron ser probados, ya que el Tribunal exigió que se probara que el propio Flick, personalmente, ordenó cada uno de los delitos. Este estándar de prueba ya ha sido superado, como se explicara en párrafos anteriores. El Tribunal también aplicó la doctrina de la “necesidad” una especie de obediencia debida, afirmando que los directores de las compañías cometieron los crímenes empujados por la “necesidad”. Esto también se encuentra superado, desde que no es posible admitir la obediencia debida en casos de crímenes de lesa humanidad. En todo caso, lo que muestra esto es que el “Flick Case” fue muy difícil de llevar adelante, porque las autoridades judiciales tendieron a considerar que los crímenes cometidos por los industriales no eran tan severos como los cometidos por personas comunes. La dificultad de hacer justicia cuando se trata de personas de grupos económicos –que esta parte cree poder superar en la causa-- quedó en evidencia cuando dos años y medio después de la condena, los condenados en el “Flick Case” fueron indultados. 


� La empresa Ford Motor Company de Norteamérica, por intermedio de su subsidiaria Ford Werke A.G., parece que también fue aliada estratégica del gobierno de Adolf Hitler, del que se valió para emplear en sus industrias mano de obra  forzada (incluso se afirma que Henry Ford tenía una relación personal con Hitler), de allí que no sorprenda que, como muestran los hechos que aquí se investigan, la Ford de Argentina –también accesoria de Ford Motor Company— de igual forma se haya aliado con el gobierno terrorista instaurado en nuestro país a partir del 24 de marzo de 1976, con el único fin de obtener mayores ganancias sin importar los medios y los costos (una prueba evidente de que la empresa Ford en Argentina era para esa época una sucursal de la empresa Ford Motor Company en Estados Unidos son los reiterados viajes del Presidente Courard a Washington DC. para que el Departamento de Estado de Norteamérica le otorgara autorización a la Ford de Argentina para exportar Ford Falcons a Cuba, lo que estaba prohibido para las empresas norteamericanas en virtud del embargo aún hoy vigente. De esos viajes dan cuentan numerosos documentos deseclasificados del Departamento de Estado).





